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El presente artículo tiene como finalidad contraponer las posiciones 

jurisprudenciales existentes en relación con el plazo de prescripción de la 

acción para reclamar las cuotas impagadas del contrato de 

arrendamiento financiero o leasing financiero. 

 

El referido contrato, complejo y atípico, pretende satisfacer tres 

distintos órdenes de intereses subjetivos (el del usuario, el del proveedor 

y el de la sociedad de leasing) y se articula a través de “dos contratos 

netamente diferenciados: uno de compraventa por el que la sociedad de 

leasing adquiere del proveedor los bienes previamente seleccionados 

por el usuario y un arrendamiento con opción de compra o 

arrendamiento financiero, por el que la sociedad de leasing cede durante 

cierto tiempo la posesión y disfrute de tales bienes al usuario mediante 

una contraprestación dineraria fraccionada y periódica, con 

otorgamiento de una opción de compra a su término por el valor 

residual fijado en el contrato” (STS, Sala de lo Civil, Nº 437/1997 de 24 

mayo). 

 

De cara al presente estudio, es este segundo negocio jurídico el que 

interesa. Y dentro del mismo, el plazo de prescripción para reclamar esa 

contraprestación dineraria. 

 

No parece existir controversia jurisprudencial acerca del plazo de 

prescripción que debe regir cuando lo pactado ha sido el pago de cuotas 

o rentas mensuales. En estos supuestos debe aplicarse el plazo de cinco 

años previsto en el artículo 1.966 2º del Código Civil que dispone que 

“por el transcurso de cinco años prescriben las acciones para exigir el 

cumplimiento de las obligaciones siguientes: 2º La de satisfacer el precio 

de los arriendo, sean éstos de fincas rústicas o urbanas”. Así lo razona, 

por ejemplo, el AAP Córdoba, Sección 1ª, Nº 164/2005 de 20 de abril: “La 

SAP de Barcelona, Sección 17ª, de 16 de octubre de 2001, precisa y es de 

interés, que el criterio favorable a la aplicación del artículo 1.966 2º del 
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Código Civil se evidencia no sólo por la calificación que 

las partes atribuyen al contrato, sino, especialmente, por 

el propio contenido de sus estipulaciones, en las que se 

concertó con una duración de 24 mensualidades, 

debiendo pagar la entidad arrendataria una renta o cuota 

mensual. En el presente caso, se estaría en el caso de una 

renta o prestación única, el abono de la suma total 

indicada y que se viene a fraccionar. Y como dice la STS 

de 3 de marzo de 2005 la interpretación conjunta y 

teleológica del artículo 1.966 lleva a la Sala a concluir 

afirmando que no es posible aplicar el 1.966 a las 

fracciones periódicas de una obligación principal única ya 

que el supuesto contemplado en la norma es el de una 

serie de prestaciones sucesivas pero no el 

fraccionamiento o división convencional de una 

prestación que por su naturaleza es única”. De esta 

manera, un primer análisis de la cuestión exige atender a 

lo expresamente pactado por las partes, es decir, al pago 

de una prestación unitaria aunque fraccionada o al pago 

de cuotas o rentas mensuales. Mientras que esta segunda 

modalidad no plantea controversias, aquélla sí las genera 

y ello se traduce en varias corrientes jurisprudenciales 

que expongo a continuación. 

 

Por una parte, un sector de la jurisprudencia se inclina 

por aplicar el plazo de 5 años previsto en el artículo 1.966 

del Código Civil, generalmente la previsión contenida en 

el ordinal 2º. Destaco, entre otras, las siguientes 

resoluciones: SAP Islas Baleares, Sección 5º, Nº 24 de 30 

de enero de 2014; AAP Almería, Sección 1ª, Nº 8 de 29 de 

enero de 2007; AAP Madrid, Sección 11ª, Nº 240 de 18 de 

noviembre de 2009; o la SAP Jaén, Sección 2ª, Nº 

312/2011 de 20 de diciembre. El principal argumento en 

el que se basa esta doctrina procede de las sentencias del 

Tribunal Supremo de 24 mayo de 1997, de 22 de julio de 

2002 y  de 12 de noviembre de 2007 en las que se 

concluye, sin excesiva motivación y razonamiento, que el 

poderoso componente arrendaticio del contrato de 

leasing conlleva que deba aplicarse el artículo 1.966 2º 

puesto que "la ratio legis es idéntica". La última de las 

sentencias invocadas establece que el plazo de 

prescripción para la reclamación de cuotas devengadas 

en toda clase de arriendos son cinco años, sin apuntar la 

razón de tal afirmación. 

 

Por otra parte, otro sector se inclina por aplicar el 

plazo de 15 años previsto en el artículo 1.964 del Código 

Civil. Destaco, entre otras, las siguientes resoluciones: la 

SAP Islas Baleares de 8 de mayo de 2003; el AAP 

Córdoba, Sección 1ª, Nº 164 de 20 de abril de 2005; la 

SAP Granada, Sección 4ª, Nº 549 de 23 de diciembre de 

2009; o la SAP Madrid, Sección 3ª, de 10 de diciembre de 

2012. El repertorio argumental de dichas resoluciones 

puede sintetizarse de la siguiente manera. En primer 

lugar, la STS, Sala 1ª, de 29 de octubre de 2003 dispone, a 

propósito de la institución de la prescripción, que 

“también se debe de tener presente que la interpretación 

de la prescripción, como institución, no se funda en 

principios de estricta justicia, sino en los de seguridad 

jurídica y abandono del derecho subjetivo, y que su 

interpretación  y aplicación debe ser cautelosa y 

restrictiva por los Tribunales”. Así, es reprochable la falta 

de razonamientos para aplicar a un contrato en cuestión 

(el leasing) el plazo de prescripción de un precepto 

cuando no lo prevé literalmente, dado que el artículo 

1.966 2º reza: “la de satisfacer el precio de los arriendo, 

sean éstos de fincas rústicas o urbanas”, en una redacción 

claramente limitativa y excluyente. Así, teniendo en 

cuenta el carácter complejo y atípico del negocio jurídico 

en cuestión, quizá, sería más adecuado aplicar el precepto 

literalmente. En segundo lugar, no es lo mismo que las 

partes acuerden el pago de una prestación periódica o de 

una sola prestación fraccionada en varios periodos, como 

suele suceder habitualmente en esta clase de contratos. 
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La SAP Granada antes citada afirma que “no se trata de 

una sencilla reclamación de cuotas arrendaticias, sino de 

la exigencia del cumplimiento de una obligación asumida 

por los arrendatarios, demandados, cual es el pago del 

precio del bien puesto a su disposición en virtud de 

contrato, obligación que ha de considerarse una 

realmente, a pesar de su fraccionamiento". Asimismo, la 

STS, Sala 1ª, de 3 de marzo de 2005 establece que “la 

interpretación conjunta y teleológica del artículo 1.966 

lleva a esta Sala a concluir afirmando que no es posible 

aplicar el artículo 1.966 a las fracciones periódicas de una 

obligación principal única ya que el supuesto 

contemplado en la norma es el de una serie de 

prestaciones sucesivas pero no el fraccionamiento o 

división convencional de una prestación que por su 

naturaleza es única”. Finalmente, no puede pasarse por 

alto que los pronunciamientos de Tribunal Supremo en 

las sentencias de 1997 y 2002 fueron obiter dicta y se 

referían a supuestos en los que se reclamaban rentas 

periódicas y no las fracciones concretas de una renta 

única. En cuanto a la del año 2007, el plazo concreto de 

prescripción no fue motivo de recurso de casación, dado 

que ambas partes asumieron desde la primera instancia 

que ese plazo era de cinco años. En todo caso, lo que no 

admite discusión es que la doctrina fijada en la sentencia 

del año 2005 resulta de aplicación al arrendamiento 

financiero y que es incompatible con los 

pronunciamientos de 1997, 2002 y 2007. 

 

A caballo entre ambas doctrinas, aún cabría mencionar 

una tercera opción que consiste en diferenciar según qué 

se reclame: una fracción de la renta total atrasada, en 

cuyo caso prescribiría en cinco años; o la totalidad de lo 

adeudado por vencimiento anticipado y liquidación del 

total de la renta, acción que prescribiría en 15 años. 

Confirman esta posición dos de las sentencias antes 

citadas: la SAP Granada, Sección 4ª, Nº 549 de 23 de 

diciembre de 2009; o la SAP Madrid, Sección 3ª, de 10 de 

diciembre de 2012, dado que convalidan el argumentario 

de los juzgadores de instancia. 

 

Por otra parte, resulta pacífica la aplicación del plazo 

de prescripción de 15 años a los fiadores de este  tipo de 

contratos, en aplicación del artículo 1.964 del Código 

Civil. Así, la SAP Madrid, Sección 3ª, de 10 de diciembre 

de 2012 dispone que “Don Gaspar y Doña Amparo 

(fiadores) no estaban obligados a hacer pagos por años o 

plazos más breves toda vez que los mismos son avalistas, 

siendo el obligado al pago por plazos los demandados, al 

ser titulares del contrato de leasing financiero. Los actores 

solo respondían ante el impago del titular del contrato y 

con una garantía hipotecaria, por lo tanto, no tenían 

establecido pagos algunos por años ni más breves, sólo 

ante el incumplimiento de pago del demandado. Como 

bien indica la resolución ahora recurrida estamos ante un 

supuesto de renta o prestación única...”. 

 

En relación con el Derecho Civil Catalán, entiendo que 

no resultaría de aplicación el plazo de prescripción 

subsidiario más corto, 10 años, previsto en el artículo 121-

21 a), como sustitutivo del artículo 1.964 del Código Civil. 

La razón se encuentra en la naturaleza mercantil del 

contrato en cuestión. Así el artículo 943 del Código de 

Comercio reza que “las acciones que en virtud de este 

Código no tengan un plazo determinado para deducirse 

en juicio se regirán por las disposiciones de Derecho 

Común”, remisión que debe entenderse realizada al Derecho 
Civil estatal central. 

 
Finalmente y teniendo en cuenta la común forma de 

redacción de los contratos de renting, en los que también 
suele pactarse una renta única que se fracciona, entiendo 
que la segunda de las doctrinas expuestas les sería 
íntegramente aplicable a efectos de fijar en 15 años (ex 
artículo 1.964 Código Civil) el plazo de prescripción de este 
tipo de reclamaciones. 
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¿Cabe en el desahucio por precario la 

ejecución directa fuera del caso del 440.4 

LEC de no comparecencia en forma del 

demandado que luego no recurre? 

 
Se han barajado dos posturas al respecto. Por un lado 

se defiende que el 440.3 ciñe su ámbito de aplicación a 

los desahucios “por falta de pago” y en ellos se puede no 

celebrar juicio. Pero el 440.4 es, sin distinción, para todos 

los casos de desahucio por lo que cabría aplicarlo al 

precario. 

 

Frente a ello se ha defendido otra línea interpretativa. 

Así, el 440.4 es cierto que puede inducir a confusión 

porque efectivamente dice "en todos los casos de 

desahucio". Pero lo cierto es que cuando habla de señalar 

lanzamiento lo dice en el trámite de oposición y solo cabe 

oposición en el desahucio cuando se trata de falta de 

pago ya que es cuando se hace el requerimiento. Y esto 

no es contradictorio con el 440.3 porque cuando hay 

oposición ya no valdría el primer señalamiento de 

lanzamiento ya que hay que celebrar vista y por ello hay 

que hacer un nuevo señalamiento. La referencia a en 

todos los desahucios cobraría sentido solo respecto a la 

notificación de la sentencia (primer inciso) que sí que se 

hará o se entenderá hecha al sexto día. Sin embargo esta 

interpretación encuentra como dificultad que lo que 

ahora es el 4 ya existía antes de la reforma de 2011 que 

introdujo lo del requerimiento previo y oposición.  

 

El 447.1 párrafo 1º LEC sería aplicable, dejando de lado 

que el artículo lleva título referido a la ausencia de cosa 

juzgada, que no es el caso en el precario. Pero el 447.1 

párrafo 2º LEC no es aplicable al precario porque habla de 

arrendatario. El mismo artículo 549.3 y 4 LEC ni siquiera se 

refiere al precario, por lo que hasta cabe dudar que el 

449.4 inciso 1º lo haga, por muy amplio que sea el 

concepto de desahucio. La SAP de Alicante de 15 de julio 

de 2011 así lo entiende obiter dicta.  

 

 

Ejecución hipotecaria con cláusula suelo 
 

La existencia de una cláusula suelo en el préstamo 

hipotecario que es objeto de ejecución y la circunstancia 

de que se hayan calculado las cuotas debidas con 

aplicación de esa cláusula puede suponer una dificultad si 

se declara abusiva. Algunas audiencias consideran que es 

procedente archivar la ejecución al no poder calcularse la 

cantidad debida pero otras audiencias entienden que se 

ha de proceder a recalcular para continuar con la 

ejecución. En este último caso parece que lo procedente 

sería recalcular desde la publicación de la STS de 9 de 

mayo de 2013, como ha señalado la STS de 25 de marzo 

de 2015. No obstante esto es discutido ya que supone 

aceptar una retroactividad limitada en el tiempo y que a 

su vez supone una suerte de moderación de una cláusula 

abusiva, lo cual no está permitido por el TJUE. 

 

 

Procedimientos para la tutela de derechos 

reales inscritos 
 

Se ha planteado la duda sobre si en la sentencia que 

resuelve estos procedimientos se ha de dar un plazo para 

la entrega del inmueble o el lanzamiento. Al respecto se 

ha indicado que es de aplicación lo dispuesto en los 

artículos 703 y 704 de la LEC en lo relativo a la obligación 

de entrega de inmuebles. Será necesario por lo tanto 

pedir la ejecución y deberá solicitarse pasado el plazo de 

cumplimiento voluntario de 20 días desde la firmeza del 

artículo 548 LEC, es decir, 20 días de firmeza más 20 días 

CUESTIONES 
DEBATIDAS POR LA 

COMISIÓN 



5 

 

de plazo de espera. A partir de aquí será el Secretario 

Judicial el que determine el plazo de entrega. Por ello no 

sería necesario fijar el plazo en la sentencia. 

 

Dentro de este debate también se ha apuntado que no 

es posible admitir una demanda frente a “ignorados 

ocupantes” ya que para ello existe la posibilidad de 

identificar a las concretas personas mediante las 

diligencias preliminares del artículo 256.1, 1º de la LEC. La 

sección 8ª de la AP de Madrid ha confirmado este criterio. 

No obstante es discutido ya que las diligencias 

preliminares también parece que deberían ir dirigidas a 

ignorados ocupantes y habría otra dificultad en el 

supuesto de que luego apareciesen nuevos ocupantes 

diferentes. En este último caso, sin embargo, podría 

acudirse a la previsión del artículo 704 y el incidente de 

ocupantes.   

 

 

Responsabilidad de administradores 

sociales 

 
En una demanda de responsabilidad solidaria frente al 

administrador único de una sociedad limitada, se plantea 

la duda acerca de si debe de responder del principal 

reclamado en una ejecución ordinaria ante un juzgado de 

primera instancia o bien se han de incluir además los 

intereses y las costas presupuestadas para esa ejecución 

según lo dispuesto en el artículo 575 de la LEC.   

 

Hay quien entiende que esos conceptos no son 

exigibles al administrador ya que no están liquidados 

pero también se argumenta en contra de esto diciendo 

que si existe responsabilidad por la deuda a que la 

sociedad fue condenada por sentencia del juzgado de 1ª 

Instancia, será a todo lo que condenó la sentencia. Por lo 

tanto, principal, intereses y costas. Intereses y costas no 

están determinados, pero son determinables. Lo que 

ordena el art. 367 LSC es responder solidariamente de las 

deudas sociales (“…responderán solidariamente de las 

obligaciones sociales posteriores al acaecimiento de la 

causa legal de disolución los administradores que 

incumplan la obligación de convocar en el plazo de dos 

meses la junta general…”). 

La deuda social está en la sentencia: el principal 

concretado, costas e intereses que se deban (los de la ley 

contra la morosidad o los del 100 y 1008 CCv, y además 

los del art. 576.1 LEC). Que haya que hacer cálculos para 

determinar dos conceptos no los excluye, porque se es 

responsable solidario de aquello. 

 

 

Las consecuencias de la nulidad de la 

suscripción de participaciones preferentes y 

deuda subordinada 
 

Se ha planteado la duda de cómo articular la 

restitución de prestaciones derivada de la nulidad de la 

suscripción de participaciones preferentes o deuda 

subordinada. En primer lugar hay quien establece que el 

demandante ha de devolver la retribución del producto 

con sus intereses mientras que otros entienden que no es 

procedente la devolución de esos intereses. Parece que 

para ello debería alegarse y demostrarse la existencia de 

causa torpe, cuyos requisitos son muy exigentes.   

 

Otra cuestión interesante es la relativa a la devolución 

de la retribución neta por parte del cliente ya que se 

habrá practicado una retención por impuestos que no 

llega a recibir efectivamente. Según esto, sería la entidad 

financiera la que luego debería solicitar la devolución de 

esa retención a la Agencia Tributaria. Pero frente a esta 

posibilidad se ha afirmado que el artículo 14 del Real 

Decreto 520/2005, de 13 de mayo, por el que se aprueba 

el Reglamento general de desarrollo de la Ley 58/2003, de 

17 de diciembre, General Tributaria, en materia de 

revisión en vía administrativa considera entre los 

legitimados para instar el procedimiento de devolución y 

los beneficiarios del derecho a la devolución, entre otros, 

a las personas que hayan soportado la retención o el 

ingreso a cuenta repercutido cuando consideren que la 

retención soportada o el ingreso repercutido lo han sido 

indebidamente. Si esto fuera así, el retenedor no podría 

reclamar la devolución de los importes retenidos y ello 

justificaría la restitución el importe bruto para que fuese 

el cliente el que solicitase algún tipo de corrección o 

compensación por su declaración de la renta. 
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El Auto del TJUE de 11 de junio de 2015 (Asunto 

C602/13) establece que: 

 

1)Los artículos 6, apartado 1, y 7, apartado 1, de la 

Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, 

sobre las cláusulas abusivas en los contratos celebrados 

con consumidores, deben interpretarse en el sentido de 

que no se oponen a normas nacionales que prevean la 

facultad de moderar los intereses moratorios en el marco 

de un contrato de préstamo hipotecario, siempre que la 

aplicación de tales normas nacionales: 

 

 no prejuzgue la apreciación del carácter «abusivo» de 

la cláusula sobre intereses moratorios por parte del 

juez nacional que conozca de un procedimiento de 

ejecución hipotecaria relacionado con dicho contrato, 

y 

 no impida que ese mismo juez deje sin aplicar la 

cláusula en cuestión en caso de que llegue a la 

conclusión de que es «abusiva» en el sentido del 

artículo 3, apartado 1, de la citada Directiva. 

 

2)La Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido 

de que, cuando el juez nacional haya constatado el 

carácter «abusivo» —en el sentido del artículo 3, 

apartado 1, de la propia Directiva 93/13— de una cláusula 

de un contrato celebrado entre un consumidor y un 

profesional, la circunstancia de que tal cláusula no haya 

llegado a aplicarse no se opone por sí sola a que el juez 

nacional deduzca todas las consecuencias oportunas del 

carácter abusivo de la cláusula en cuestión”. 

La Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Tercera) de 

fecha 21 de mayo de 2015 (ECLI:EU:C:2015:334) en el 

asunto C-322/14 (Jaouad El Majdoub/CarsOnTheWeb) en 

la que responde a la cuestión prejudicial elevada por el 

Landgericht Krefeld (Alemania), en el marco de un litigio 

entre el Sr. El Majdoub, concesionario de automóviles, y 

CarsOn The Web.Deutschland GmbH, en relación con la 

venta de un vehículo automóvil, en el sitio web de ésta, al 

demandante en el litigio principal. 

 

La controversia se centra en si el artículo 23, apartado 

2, del Reglamento Bruselas I [Se considerará hecha por 

escrito toda transmisión efectuada por medios 

electrónicos que proporcione un registro duradero del 

acuerdo] debe interpretarse en el sentido de que la 

técnica de aceptación, mediante un «clic», de las 

condiciones generales de un contrato de compraventa, 

como el controvertido en el litigio principal, celebrado 

por medios electrónicos, que contienen una cláusula 

atributiva de competencia, constituye una transmisión 

por medios electrónicos que permita registrar de forma 

duradera dicha cláusula, en el sentido de aquella 

disposición. 

 

El Tribunal de Justicia contestó a la cuestión 

prejudicial: 

“El artículo 23, apartado 2, del Reglamento (CE) 

nº 44/2001 del Consejo, de 22 de diciembre de 2000, 

relativo a la competencia judicial, el reconocimiento y la 

ejecución de resoluciones judiciales en materia civil y 

mercantil, debe interpretarse en el sentido de que la 

técnica de aceptación mediante un «clic» de las 

condiciones generales, que incluyen una cláusula 

atributiva de competencia, de un contrato de 

compraventa celebrado por vía electrónica, como el del 

litigio principal, constituye una transmisión por medios 

electrónicos que proporciona un registro duradero de 

dicha cláusula, en el sentido de esta disposición, siempre 

que esa técnica permita imprimir y guardar el texto de las 

citadas condiciones antes de la celebración del contrato”. 

JURISPRUDENCIA 

RECOMENDADA 

http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=165105&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=323276
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=165105&pageIndex=0&doclang=es&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=323276
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=164356&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=323706
http://curia.europa.eu/juris/document/document.jsf?text=&docid=164356&pageIndex=0&doclang=ES&mode=lst&dir=&occ=first&part=1&cid=323706
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La STS de 8 de octubre de 2014 (STS 4615/2014) trata 

de los requisitos para apreciar la buena fe en la 

prescripción adquisitiva ordinaria sobre inmuebles: 

 

"En este contexto debe señalarse, contrariamente a la 

valoración realizada por la Audiencia, que la calificación 

de la buena fe como presupuesto de la prescripción 

ordinaria no puede quedar reconducida, únicamente, a 

una interpretación literalista del artículo 1950 del Código 

Civil en favor de su delimitación como un mero estado 

psicológico consistente en la "creencia" de que el 

transferente era titular del derecho real y venía legitimado 

para transferir el dominio. En efecto, conforme a la 

interpretación sistemática del precepto citado en relación, 

entre otros, con los artículos 433, 435, 447, 1941, 1952 y 

1959 del Código Civil, así como con los artículos 34 y 36 

de la Ley Hipotecaria, y de acuerdo con el reforzamiento 

del principio de buena fe que la reciente doctrina 

jurisprudencial de esta Sala viene realizando respecto de 

aquellas instituciones o figuras jurídicas que resulten 

particularmente informadas por este principio, entre 

otras, SSTS de 11 de diciembre de 2012 (núm. 728/2012) 

y 14 de enero de 2014 (núm. 537/2013), debe precisarse 

que dicha apreciación meramente subjetiva del 

adquirente no resulta, por sí sola, determinante de la 

buena fe en el ámbito de la adquisición de los derechos 

reales, pues se requiere del complemento objetivable de 

un "estado de conocimiento" del adquirente acerca de la 

legitimación del transmitente para poder transmitir el 

dominio; aspecto al que igualmente le es aplicable una 

carga ética de diligencia "básica" que haga, en su caso, 

excusable el error que pudiera sufrir el adquirente 

respecto del conocimiento de la realidad del curso 

transmisivo operado". 
 

La STS de 23 de diciembre de 2014 (STS 5726/2014) 

complementa su doctrina sobre la mayoría necesaria para 

la instalación de un ascensor y el reparto de sus gastos: 

"Se declara como doctrina jurisprudencial que para la 

adopción de los acuerdos que se hallen directamente 

asociados al acuerdo de instalación del ascensor, incluido 

el relativo a la distribución de los gastos de esta, aunque 

impliquen la modificación del título constitutivo o de los 

Estatutos, se exige la misma mayoría que la Ley de 

Propiedad Horizontal exige para el acuerdo principal de 

instalación del ascensor, sin que en ningún caso tales 

acuerdos puedan lesionar gravemente a ningún 

propietario". 

 

La STS de 11 de febrero de 2015 (STS 278/2015) 

declara la nulidad de la cláusula de redondeo al alza 

citando sus sentencias del año 2010 y sin plantearse el 

debate sobre la posible nulidad de las cláusulas sobre 

elementos esenciales del contrato. 

 

La STS de 23 de febrero de 2015 (STS 827/2015) 

entiende que no hay perjuicio para la masa activa por el 

hecho de ampliar el préstamo y constituir garantía real 

que no existía porque además de ampliar el préstamo se 

concede mayor plazo de vencimiento. 

 

La STS de 24 de febrero de 2015 (STS 1078/2015) 

considera posible que el juez, valorando el interés del 

concurso acuerde el cumplimiento del contrato aunque 

concurra causa de resolución. Esto no operará cuando el 

incumplidor es la parte "in bonis". 

 

La STS de 6 de marzo de 2015 (STS 826/2015) trata de 

la acción de repetición de una aseguradora sanitaria 

frente a los médicos incluidos en su cuadro y 

responsables de los daños según un juicio anterior. 

 

La STS de 10 de marzo de 2015 (STS 1095/2015) trata 

de nuevo el tema del perjuicio derivado del pago de 

deudas vencidas y exigibles.  Como regla general no 

supone un perjuicio para la masa activa salvo que se 

acrediten las concretas circunstancias que denotan ese 
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perjuicio. incluso la mesa proximidad a la declaración de 

concurso no es suficiente sin más: 

 

"«En el caso de los pagos, aunque conllevan una 

disminución del haber del deudor y reducen la garantía 

patrimonial de los acreedores, no por ello se pueden 

considerar todos ellos perjudiciales para la masa. Su 

justificación viene determinada, en primer lugar, por el 

carácter debido de la deuda satisfecha, así como por su 

exigibilidad. Carece de justificación abonar un crédito no 

debido o que no sea exigible.»  Por ello, en principio, un 

pago debido realizado en el periodo sospechoso de los 

dos años previos a la declaración de concurso, siempre 

que esté vencido y sea exigible, por regla general goza de 

justificación y no constituye un perjuicio para la masa 

activa. Sin embargo, ello no excluye que en alguna 

ocasión puedan concurrir circunstancias excepcionales 

(como es la situación de insolvencia al momento de 

hacerse efectivo el pago y la proximidad con la solicitud y 

declaración de concurso, así como la naturaleza del 

crédito y la condición de su acreedor), que pueden privar 

de justificación a algunos pagos en la medida que 

suponen una vulneración de la par condicio creditorum».  

Ni la demanda, ni la sentencia recurrida justifican qué 

circunstancias son las que concurren que privan de 

justificación unos pagos debidos, vencidos y exigibles. Es 

cierto que alguno de ellos fue muy próximo a la 

declaración de concurso, pero no basta la mera 

proximidad, ha de concurrir alguna otra razón que ponga 

en evidencia la alteración de la par condicio creditorum"". 

 

La STS de 20 de marzo de 2015 (STS 993/2015) analiza 

un contrato de asesoramiento en la contratación de 

productos financieros de inversión y entiende que hubo 

una adecuada información al cliente a pesar de que 

según el perfil del cliente, el producto es inidóneo, 

porque además el cliente tenía un conocimiento previo 

de ese tipo de producto.  Así, aunque una de las 

obligaciones de la LMV es la adecuación del producto al 

perfil del cliente, prevalece el conocimiento real que el 

cliente tiene sobre el producto. 

La STS de 25 de marzo de 2015 (STS 1280/2015) fija 

como doctrina: "Que cuando en aplicación de la doctrina 

fijada en la sentencia de Pleno de 9 de mayo de 2013, 

ratificada por la de 16 de julio de 2014, Rc. 1217/2013 y la 

de 24 de marzo de 2015, Rc. 1765/2013 se declare 

abusiva y, por ende, nula la denominada cláusula suelo 

inserta en un contrato de préstamo con tipo de interés 

variable, procederá la restitución al prestatario de los 

intereses que hubiese pagado en aplicación de dicha 

cláusula a partir de la fecha de publicación de la sentencia 

de 9 de mayo de 2013". 

 

La STS de 25 de marzo de 2015 (STS 1082/2015) 

recuerda la distinción de los plazos procesales y 

sustantivos y aplica el plazo de gracia del artículo 135 LEC 

cuando la interrupción deriva de una demanda de 

conciliación por ir dirigido el acto que provoca la 

interrupción a un órgano judicial. 

 

La STS de 30 de marzo de 2015 (STS 1331/2015) 

vuelve a reiterar su doctrina sobre la imposición de los 

intereses del artículo 20 de la LCS y explica cuando 

existen motivos justificados para la no consignación por 

la aseguradora.  En este caso concreto se resalta que los 

propios perjudicados manifestaron su voluntad de no 

cobrar intereses en el momento de recibir ciertas 

cantidades a cuenta. 

 

La STS de 8 de abril de 2015 (STS 1406/2015) 

establece que la decisión de no ejercitar la opción de 

compra no genera la obligación de indemnizar daños y 

perjuicios. 

 

La STS de 8 de abril de 2015 (STS 1413/2015) trata 

sobre las obligaciones propter rem y el principio de 

relatividad de los contratos.  En ocasiones un adquirente 

debe de soportar los efectos de contratos que le 

preceden aunque no haya sido parte en ellos.  El principio 

de relatividad de los contratos no es absoluto. 
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La STS de 17 de abril de 2015 (STS 1418/2015) 

establece las causas por las que puede oponerse el 

asegurador frente al perjudicado que ejercita la acción 

directa, excluyendo de los motivos de oposición la 

actuación dolosa del asegurado: 

 

"Y es que, al establecer el artículo 76 de la LCS que la 

acción directa es inmune a las excepciones que puedan 

corresponder al asegurador frente al asegurado, se ha 

configurado una acción especial, que deriva no solo del 

contrato sino de la ley, que si bien permite a la 

aseguradora oponer al perjudicado que el daño sufrido 

es realización de un riesgo excluido en el contrato, no le 

autoriza oponer aquellas cláusulas de exclusión de 

riesgos que tengan su fundamento en la especial 

gravedad de la conducta dañosa del asegurado, como 

es la causación dolosa del daño, "sin perjuicio del 

derecho del asegurador a repetir contra el asegurado"; 

derecho de repetición que sólo tiene sentido si se 

admite que el asegurador no puede oponer al 

perjudicado que el daño tuvo su origen en una 

conducta dolosa precisamente porque es obligación de 

la aseguradora indemnizar al tercero el daño que deriva 

del comportamiento doloso del asegurado. 

 

No se trata con ello de sostener la asegurabilidad 

del dolo - STS Sala 2ª 20 de marzo 2013 -, sino de 

indagar si el legislador de 1980, junto a ese principio 

general que se respeta en su esencialidad, ha 

establecido una regla en el sentido de hacer recaer en el 

asegurador la obligación de indemnizar a la víctima de 

la conducta dolosa del asegurado. El automático 

surgimiento del derecho de repetición frente al 

causante del daño salva el dogma de la 

inasegurabilidad del dolo: nadie puede asegurar las 

consecuencias de sus hechos intencionados. Faltaría la 

aleatoriedad característica el contrato de seguro. Lo que 

hace la Ley es introducir una norma socializadora y 

tuitiva (con mayor o menor acierto) que disciplina las 

relaciones de aseguradora con víctima del asegurado. 

La aseguradora al concertar el seguro de 

responsabilidad civil y por ministerio de la ley (art. 76 

LCS) asume frente a la víctima (que no es parte del 

contrato) la obligación de indemnizar todos los casos 

de responsabilidad civil surgidos de la conducta 

asegurada, aunque se deriven de una actuación dolosa... 

Y es que cabalmente el art. 76 LCS rectamente 

entendido solo admite una interpretación a tenor de la 

cual la aseguradora, si no puede oponer el carácter 

doloso de los resultados (y según la norma no puede 

oponerlo en ningún momento: tampoco si eso está 

acreditado) es que está obligada a efectuar ese pago a 

la víctima, sin perjuicio de su derecho de repetir. Lo que 

significa en definitiva, y eso es lo que quiso, 

atinadamente o no, el legislador, es que sea la 

aseguradora la que soporte el riesgo de insolvencia del 

autor y nunca la víctima. El asegurado que actúa 

dolosamente nunca se verá favorecido; pero la víctima 

tampoco se verá perjudicada”.  

 

La STS de 20 de abril de 2015 (STS 1530/2015) 

establece que la falta de firma del acta por parte del 

presidente y secretario no es causa de nulidad de la 

junta ni de los acuerdos adoptados y se subsana con la 

ratificación en la siguiente junta. 

 

La STS de 22 de abril de 2015 (STS 1536/2015) 

explica las garantías existentes para el cobro de cuotas 

de comunidad de propietarios y fija doctrina sobre la 

legitimación pasiva del titular registral que no coincida 

con el deudor. 

 

La STS en Pleno de 22 de abril de 2015 (STS 

1723/2015) establece que se considera abusivo “un 

interés de demora que suponga un incremento de más 

de dos puntos porcentuales respecto del interés 

remuneratorio pactado en un préstamo personal” y la 

consecuencia es que “La abusividad de la cláusula del 

interés de demora implica la supresión de la misma y, 

por tanto, la supresión de los puntos porcentuales de 

incremento que supone el interés de demora respecto 

del interés remuneratorio. Este se seguirá devengando 

porque persiste la causa que motivó su devengo, la 

entrega del dinero al prestatario y la disposición por 

este de la suma entregada, y la cláusula del interés 

remuneratorio no resulta afectada por la abusividad del 

interés de demora. Pero el incremento del tipo de 

interés en que consiste el interés de demora ha de ser 

suprimido, de un modo completo, y no simplemente 

reducido a magnitudes que excluyan su abusividad”. 
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La STS de 23 de abril de 2015 (STS 1732/2015) señala 

que el hecho de que un cliente sea empresario no quiere 

decir que conociese los productos financieros pero a su 

vez la condición de minorista no quiere decir que no 

tenga conocimientos financieros suficientes.  Existía 

además un test de idoneidad. 

La STS de 24 de abril de 2015 (STS 1728/2015) analiza 

las consecuencias de la omisión del test de 

conveniencia.  Se presume la falta de conocimiento del 

cliente pero no quiere decir que en algún caso el cliente 

sí cuente con este conocimiento. 

 

La STS de 27 de abril de 2015 (STS 1725/2015) 

recuerda la posibilidad de que las partes resuelvan 

extrajudicialmente las obligaciones sinalagmáticas 

debiendo acudir a una declaración judicial si hay 

discrepancias. 

 

La STS de 30 de abril de 2015 (STS 1923/2015) vuelve 

a tratar el tema de la cláusula rebus sic stantibus pero no 

la aplica en los supuestos de ventas especulativas, cuando 

el comprador no puede obtener financiación por el 

cambio de las circunstancias económicas. 

 

La STS de 12 de mayo de 2015 (STS 2062/2015), 

respecto a los daños morales por la inclusión en un 

registro de morosos establece ciertos criterios. 

 

La STS de 18 de mayo de 2015 (STS 1947/2015) ha 

declarado sobre la valoración de prueba en segunda 

instancia: 

"Esta Sala en sentencias núm. nº 88/2013, de 22 

febrero, y 562/2013, de 27 septiembre, entre otras, tiene 

declarado que «en nuestro sistema, el juicio de segunda 

instancia es pleno y ha de realizarse con base en los 

materiales recogidos en la primera, aunque puede 

completarse el material probatorio admitiendo -con 

carácter limitado- ciertas pruebas que no pudieron 

practicarse en la misma (artículos 46 y 46 de la Ley de 

Enjuiciamiento Civil); y en él la comprobación que el 

órgano superior hace para verificar el acierto o desacierto 

de lo decidido es una comprobación del resultado 

alcanzado, en la que no están limitados los poderes del 

órgano revisor en relación con los del juez inicial. La 

sentencia del Tribunal Constitucional nº 212/2000, de 18 

septiembre, afirma lo siguiente: "Este Tribunal ya ha 

tenido ocasión de señalar que, en nuestro sistema 

procesal, la segunda instancia se configura, con algunas 

salvedades en la aportación del material probatorio y de 

nuevos hechos, como una 'revisio prioris instantiae', en la 

que el Tribunal Superior u órgano 'ad quem' tiene plena 

competencia para revisar todo lo actuado por el juzgador 

de instancia, tanto en lo que afecta a los hechos (quaestio 

facti) como en lo relativo a las cuestiones jurídicas 

oportunamente deducidas por las partes (quaestio iuris), 

para comprobar si la resolución recurrida se ajusta o no a 

las normas procesales y sustantivas que eran aplicables al 

caso, con dos limitaciones: la prohibición de la 'reformatio 

in peius', y la imposibilidad de entrar a conocer sobre 

aquellos extremos que hayan sido consentidos por no 

haber sido objeto de impugnación ('tantum devolutum 

quantum appellatum')...». 

 

De lo anterior se deduce que es función de la 

segunda instancia la revisión de todo lo actuado en la 

primera, según los términos en que se formula el recurso, 

incluyendo la valoración de la prueba de los hechos, que 

podrá ser o no coincidente con la llevada a cabo por el 

juez "a quo" de modo que la Audiencia puede practicar 

una valoración distinta aunque una y otra resulten 

igualmente razonables y admisibles según las reglas de la 

lógica". 

 

 

 

 

 

 

 

 

El AAP de Madrid (sección 10ª) de 18 de marzo de 

2015 (ROJ: AAP M 118/2015) no aplica la cláusula de 

intereses moratorios rechazando la moderación conforme 

a la DT 2ª de la ley 1/2013 teniendo en cuenta la STJUE 

de 21 de enero de 2015. 

 

El AAP de Barcelona (sección 15ª) de 19 de marzo de 

2015 (ROJ: AAP B 92/2015) admite la acumulación de 48 

acciones de nulidad de la cláusula suelo frente a una 

entidad financiera por la existencia de homogeneidad de 

hechos.  Resulta de interés la argumentación sobre los 

problemas interpretativos de la regulación de la 

acumulación subjetiva de acciones. 

La SAP de Madrid (sección 28ª) de 20 de marzo de 

2015 (ROJ: SAP M 4118/2015) analiza la nulidad de un 

contrato de adquisición de derechos sobre inmuebles en 

régimen de aprovechamiento por turno de bienes 
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inmuebles y la aplicabilidad de la Ley de Crédito al 

Consumo en cuanto al contrato vinculado de financiación. 

 

La SAP de Islas Baleares (sección 5) de 23 de marzo de 

2015 (ROJ: SAP IB 481/2015) explica las reglas de 

valoración de la prueba pericial: 

 

"Con el sistema instaurado por la nueva LEC se establece 

que con los escritos rectores del procedimiento 

(demanda y contestación) se aporten los dictámenes 

elaborados por los peritos de que los litigantes 

dispongan y consideren necesarios para la defensa de sus 

derechos (art. 336) y, siguiendo la tendencia apuntada en 

algunas sentencias de nuestro Tribunal Supremo, para 

acabar con la discusión acerca de la naturaleza y valor 

probatorio de los dictámenes aportados unilateralmente 

por las partes (SSTS 18-5-93, 3-3-95) regula de forma 

minuciosa tal aportación (art. 335) dándoles valor de 

verdadera prueba (art. 299.4) con traslado a la parte 

contraria y manifestación del deseo de que el perito 

comparezca a la vista del juicio (art. 337.2 y 338), sin que 

por esa obtención la ley rebaje el valor de su naturaleza 

probatoria, frente al designado por el Tribunal (art. 339. 

2); y nada impide que en la dualidad comparativa de 

ambos pueda el Juzgado desde ese análisis crítico del 

mismo fundar su resolución en una u otra pericia o 

integrar todas ellas en un proceso lógico y racional de 

deducción. 

 

Y que en la valoración de la prueba pericial el Juez o 

Tribunal deberá ponderar, entre otras, las siguientes 

cuestiones: a) Los razonamientos que contengan los 

dictámenes, y los que se hayan vertido en el acto del 

juicio o vista en el interrogatorio de los peritos, pudiendo 

no aceptar el resultado de un dictamen o aceptarlo, o 

incluso aceptar el resultado de un dictamen por estar 

mejor fundamentado que otro (STS 10 de febrero de 

1.994); b) Deberá, también, tener en cuenta el Tribunal las 

conclusiones conformes y mayoritarias que resulten, 

tanto de los dictámenes emitidos por peritos designados 

por las partes, como de los dictámenes emitidos por 

peritos designados por el Tribunal, motivando su decisión 

cuando no esté de acuerdo con las conclusiones 

mayoritarias de los dictámenes (STS 4 de diciembre de 

1.989); c) Otro factor a ponderar por el Tribunal deberá 

ser el examen de las operaciones periciales que se hayan 

llevado a cabo por los peritos que hayan intervenido en el 

proceso, los medios o instrumentos empleados y los 

datos en los que se sustenten sus dictámenes (STS 28 de 

enero de 1.995); d) También deberá ponderar el Tribunal, 

al valorar los dictámenes, la competencia profesional de 

los peritos que los hayan emitido, así como todas las 

circunstancias que hagan presumir su objetividad, lo que 

le puede llevar, en el sistema de la nueva LEC, a que se dé 

más crédito a los dictámenes de los peritos designados 

por el tribunal que a los aportados por las partes (STS 31 

de marzo de 1.997)." 

 

La SAP de Madrid (sección 10ª) de 25 de marzo de 

2015 (ROJ: SAP M 3500/2015) establece las diferencias 

entre la litispendencia y la prejudicialidad civil. 

 

La SAP de Madrid (sección 28ª) de 16 de marzo de 

2015 (ROJ: SAP M 4114/2015) analiza la responsabilidad 

de los administradores por la desaparición de la empresa 

sin llevar a cabo su liquidación: 

 

"TERCERO. (...) las alegaciones efectuadas no vienen 

sino a corroborar la actuación negligente, cuando no 

claramente dolosa de la actora, cuya responsabilidad 

como administradora de derecho no queda excluida por 

el hecho de que pudieran ser otros quienes controlan la 

sociedad, ni concurre o no según sus conocimientos del 

sector. 

 

Como señala la STS de 14 de marzo de 2007, la 

desaparición de empresas sin haberse practicado la 

oportuna liquidación supone una vulneración de la ley y 

puede llevar consigo un perjuicio para los titulares de 

créditos pendientes que no han podido controlar la 

liquidación de la mercantil ni el destino final de su 

patrimonio. 

 

Conforme a la Ley de Sociedades Anónimas de 1951 

ya se consideraba un supuesto de negligencia grave, lo 

que condujo a mantener dicha apreciación con 

posterioridad, en cuanto con el TRLSA quedó reforzado el 

ámbito de responsabilidad, como también destaca la 

Sentencia del Tribunal Supremo de 7 de junio de 2002.  

 

Los administradores no pueden limitarse a eliminar a 

la sociedad de la vida comercial o industrial sin más, pues 

han de liquidarla en cualquiera de las formas prevenidas 

legalmente, que están precisamente orientadas para 
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